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Introducción 
 

El estudio de los servicios públicos en la Argentina reciente constituye un vector 
fundamental para comprender las transformaciones en la morfología de las 
transferencias de ingresos y la dinámica de la acumulación del capital. El presente 
trabajo analiza el impacto de la política tarifaria implementada por el gobierno La 
Libertad Avanza (LLA) desde fines de 2023, caracterizada por un repliegue considerable 
de los subsidios económicos estatales y una reconfiguración pronunciada de precios 
relativos.  

Para abordar este fenómeno, el estudio se estructura en tres focos analíticos 
concurrentes. Primero, se examina el diseño y la ejecución de la política tarifaria oficial 
estructurada bajo los principios del "sinceramiento de precios" y la búsqueda del 
superávit primario en lo fiscal. Segundo, se rastrea la evolución de la estructura de 
propiedad de las firmas licenciatarias, destacando la consolidación de un núcleo 
concentrado de grupos económicos nacionales con una elevada capacidad de 
incidencia sobre los marcos regulatorios. Tercero, a partir del estudio de balances 
contables de 18 empresas prestatarias presentados ante la Comisión Nacional de 
Valores, se contrasta el comportamiento de su facturación y sus márgenes de ganancia 
frente a sus respectivas tasas de inversión productiva real, así como en comparación 
con el desempeño de otros segmentos del poder económico.  

A través de este recorrido, el trabajo busca indagar en las tensiones y la regresividad 
inherentes a un patrón de acumulación sectorial que, favorecido por un esquema 
regulatorio de privilegio, ha priorizado una abultada absorción de excedentes 
económicos por parte de las compañías, sin que ello se traduzca en una expansión 
equivalente de la formación de capital destinada a apuntalar la infraestructura y mejorar 
la calidad de los servicios básicos del país.  

 
La política tarifaria del gobierno de Milei 

 

La política tarifaria instrumentada por el gobierno de LLA respecto a las empresas 
prestatarias de servicios públicos se ha venido organizando con el objetivo del 
"sinceramiento de precios relativos" y la consecución del equilibrio fiscal, orientándose 
a una reducción pronunciada de los subsidios económicos a la oferta (energía, 
transporte y agua).  

Entre otros ejes, este proceso se ha ejecutado mediante la reconfiguración de la 
segmentación de usuarios, el establecimiento de topes al consumo residencial 
subsidiado y la transición hacia una canasta básica energética focalizada en la demanda 
vulnerable. Asimismo, la declaración de la emergencia del sector energético habilitó la 
intervención de los entes reguladores (ENRE y ENARGAS) y dio inicio a los procesos 
de revisión tarifaria integral que, vía sucesivos incrementos tarifarios, apuntó a 
recomponer los márgenes de distribución y transporte y, con ello, los ingresos, la 
rentabilidad y la sustentabilidad operativa del capital privado regulado. Una impronta 
similar se dio en el caso de otros servicios públicos, como el de transporte de personas, 
el de provisión de agua potable y desagües cloacales o los peajes en rutas y autopistas 
de acceso a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
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Así, la estrategia oficial configuró un esquema donde la priorización del superávit fiscal 
y el cambio en el esquema de negocios de las firmas licenciatarias operaron en 
detrimento del poder adquisitivo de los hogares y la estructura de costos de, sobre todo, 
el sector de la micro, pequeña y mediana empresa (MIPYME). En este sentido, se 
produjo una transición desde un esquema sustentado en la percepción de subsidios 
hacia otro basado en el incremento de los precios de los segmentos regulados. Cabe 
señalar que esa transición no fue para nada neutra en cuanto a sus implicancias sobre 
los ingresos y la rentabilidad de las compañías prestadoras, ya que la suba de las tarifas 
fue mucho más intensa que la disminución de los subsidios. 

En ese marco, el tratamiento de las tarifas combinó la aplicación de fórmulas de 
actualización mensual vinculadas a índices mayoristas y minoristas con postergaciones 
discrecionales del Ministerio de Economía, orientadas a contener transitoriamente su 
impacto en el nivel general de precios. La magnitud de este proceso de transferencia de 
ingresos hacia los servicios públicos queda en evidencia al analizar lo acaecido entre 
2023 y 2025: frente a una suba del 334% en el índice de precios implícitos del producto 
(indicador que refleja la evolución general de los precios de la economía), el rubro 
“electricidad, gas y agua” registró una expansión del 760%. Esta brecha, que se toma a 
modo de ejemplo, consolidó a los servicios públicos regulados como uno de los 
componentes de la economía real con mayor dinamismo relativo, en una carrera de 
precios solo aventajada por el sector financiero. 

Variación del índice de precios implícitos del valor agregado bruto total y de los 
distintos sectores de actividad, 2023-2025 (porcentajes) 

 

Fuente: elaboración propia en base a INDEC.  

Al adoptar una perspectiva temporal más amplia se evidencia que durante los gobiernos 
neoliberales (como el de Milei y el de Macri) se tienden a configurar estructuras de 
precios relativos fuertemente favorables a los sectores prestadores de servicios 
públicos. En otras palabras, bajo estas directrices de política económica las compañías 
logran incrementar su capacidad de apropiación de excedentes frente a otras fracciones 
del capital gracias a una redistribución del mismo en beneficio de las empresas 
prestatarias de servicios públicos. Este escenario contrasta con gobiernos no 
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neoliberales, en los que el congelamiento o el rezago de las tarifas (compensados en 
parte con subsidios) constituye uno de los ejes nodales de la política de ingresos 
priorizada. 

Evolución de los precios relativos del sector “Electricidad, gas y agua”*, 2004-
2025 (índice base 2004=100) 

 

* Surge del cociente entre los precios implícitos de “electricidad, gas y agua” y los correspondientes al valor agregado 
bruto total. 
Fuente: elaboración propia en base a INDEC. 

La magnitud de los ajustes tarifarios acumulados bajo la gestión de LLA consolidó una 
marcada regresividad en la estructura del gasto de los hogares del Área Metropolitana 
de Buenos Aires (AMBA), donde la tasa de cobertura de los usuarios sobre el costo real 
de los sistemas ascendió significativamente. De acuerdo con estimaciones del IIEP 
(UBA-CONICET), hacia mediados de 2026 el valor de la canasta de servicios públicos 
básicos llegó a representar más del 14% del salario promedio registrado, consolidando 
una severa presión sobre los ingresos reales en comparación con los niveles históricos 
y alterando de manera estructural el patrón de consumo de bienes y servicios ante la 
retracción del ingreso disponible de las personas y las familias. 

Cabe destacar que el promedio salarial registrado suele ocultar realidades 
heterogéneas: la presión de la canasta de servicios públicos se agudiza críticamente al 
examinar los deciles de ingresos informales y de la economía popular (no cubiertos por 
las negociaciones paritarias), en los que el peso de las tarifas sobre el ingreso disponible 
llega a duplicar los valores del sector formal. Asimismo, la imposición de topes estrictos 
al consumo subsidiado bajo el nuevo esquema de la llamada canasta básica energética 
aceleró la quita de asistencia estatal sobre los bloques de usuarios de ingresos medios 
y bajos, eliminando los colchones de amortiguación que solían contener el gasto de los 
hogares vulnerables. 
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Por fuera del ámbito de la reproducción de los sectores populares, el shock de precios 
relativos favorable a las prestatarias de servicios públicos generó un cuadro por demás 
complejo sobre el entramado productivo, en especial sobre las MIPYMES. A diferencia 
del capital concentrado, este segmento absorbió plenamente los nuevos cuadros 
tarifarios bajo un escenario de contracción del mercado interno, apertura comercial y 
apreciación cambiaria. Sin duda, este combo resultante de los sesgos de la política 
económica aplicada es lo que explica el fuerte deterioro que ha venido experimentando 
este núcleo del empresariado desde fines de 2023. 

Por su parte, desde la perspectiva de las finanzas públicas, la drástica caída de las 
erogaciones estatales supuso un quiebre estructural en el peso de las transferencias 
corrientes sobre el PBI. La ejecución presupuestaria orientada a subsidios económicos 
experimentó una reducción real acumulada superior al 40% interanual hacia finales del 
bienio 2024-2025. Este repliegue del gasto público significó que el flujo total de subsidios 
sectoriales se contrajera desde niveles superiores al 1,5% del PBI hasta estabilizarse 
en torno al 0,6% en los primeros meses de 2026. Junto con el despliegue de mucha 
contabilidad creativa, la retracción del esquema de asistencia estatal hacia los servicios 
públicos operó como uno de los vectores explicativos de la reversión del déficit fiscal 
(primario), al tiempo que transfirió de forma directa el costo de sostenimiento del sistema 
energético y de transporte hacia las tarifas abonadas por los usuarios finales. 

Al respecto, hay que consignar que la reducción real acumulada de los subsidios 
económicos durante la primera etapa de la gestión no respondió únicamente a los 
tarifazos, sino que las subas se combinaron con el diferimiento transitorio de las 
transferencias del Estado nacional hacia las empresas generadoras y productoras en el 
mercado eléctrico mayorista (CAMMESA). Este mecanismo de contención de caja, que 
tensionó la cadena de pagos del sector energético y derivó posteriormente en la emisión 
de instrumentos de deuda financiera para su cancelación, operó como un determinante 
clave para el dibujo fiscal del superávit primario en los inicios del ciclo de Milei. 

Se puede concluir que a diferencia de otros actores de la economía real (como la 
industria manufacturera o el comercio), cuya rentabilidad quedó condicionada por la 
recesión del mercado interno, las firmas licenciatarias de servicios públicos accedieron 
a un esquema regulatorio de privilegio que potenció su capacidad de apropiación de 
excedentes y repercutió de manera favorable en su nivel de actividad y su rentabilidad, 
tal como se aborda en las secciones que siguen. 

 

¿Quiénes son los propietarios de las principales empresas de 
servicios públicos? 
 

La estructura de propiedad de las empresas de servicios públicos en la Argentina ha 
experimentado transformaciones relevantes a lo largo de las últimas décadas. En 
términos generales, pueden identificarse cuatro etapas. 

1. Gestión estatal. En el período de predominio de la gestión estatal, las empresas de 
servicios públicos desempeñaron un papel central en la estrategia de industrialización 
sustitutiva de importaciones. En este marco, la provisión de servicios básicos a tarifas 
subsidiadas o preferenciales constituía un instrumento orientado a promover el 
desarrollo productivo y la competitividad de la industria nacional. 
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2. Privatización y extranjerización. En el transcurso de la década de 1990 las 
empresas públicas fueron intervenidas y reestructuradas con vistas a su privatización. 
Este proceso estuvo estrechamente vinculado a las reformas económicas impulsadas 
en el marco del Plan Brady y a la búsqueda de normalización de la relación con los 
acreedores externos. Como resultado, se conformó una amplia “comunidad de 
negocios” integrada por acreedores internacionales, empresas operadoras extranjeras 
y algunos grupos económicos nacionales. Sin embargo, en numerosos casos al calor 
del despliegue de estrategias de financiarización y de realización de ganancias 
patrimoniales abultadas, estos últimos terminaron desprendiéndose de sus 
participaciones accionarias en favor de los operadores foráneos, consolidando un 
proceso de creciente extranjerización del sector. 

3. El kirchnerismo y la reconfiguración del poder empresarial. Tras la crisis de la 
convertibilidad, las tarifas de los servicios públicos fueron objeto de renegociación y se 
modificó el marco regulatorio. Durante los gobiernos kirchneristas se promovió el ingreso 
de grupos nacionales a la propiedad de las empresas privatizadas, bajo el supuesto de 
que estos actores presentarían una mayor predisposición a negociar con el Estado. En 
este contexto se produjo la salida de varias empresas multinacionales, muchas de las 
cuales iniciaron demandas contra el Estado argentino ante el CIADI. En paralelo, se 
consolidó un nuevo núcleo de poder económico integrado por capitales locales con 
fuerte presencia en el sector, que desarrolló diversas estrategias de lobby para impulsar 
la revisión a su favor de muchas cláusulas estipuladas en los contratos de prestación 
(en materia de inversiones, cobertura de los servicios, tarifas, etc.). 

4. Gobierno de Cambiemos. La llegada de la alianza Cambiemos al gobierno a finales 
de 2015 significó un cambio sustantivo en la relación con las prestadoras de servicios 
públicos, en especial en lo que hace a la política tarifaria. Las demandas sostenidas por 
los principales grupos empresarios del sector encontraron receptividad en las políticas 
implementadas por esta administración, lo que se tradujo en un proceso de 
recomposición de tarifas y mejora de la rentabilidad de las firmas. 

Al analizar la estructura de propiedad de las empresas de servicios públicos se observa 
la reiterada presencia de un conjunto reducido de grupos económicos nacionales con 
posiciones relevantes en distintos sectores estratégicos de la economía. Entre ellos, el 
grupo liderado por Marcelo Mindlin consolidó una fuerte presencia en la generación 
eléctrica a través de Pampa Energía, al tiempo que expandió sus actividades hacia el 
transporte de gas y de electricidad. Por su parte, el holding encabezado por Eduardo 
Eurnekian combina su participación en la concesión de aeropuertos con inversiones en 
el sector energético mediante la Compañía General de Combustibles. Asimismo, 
Techint, un conglomerado controlado por la familia Rocca, participa en la actividad 
hidrocarburífera a través de Tecpetrol y mantiene posiciones en segmentos regulados 
del sector energético, incluyendo la distribución y el transporte de gas natural. 

A su vez, el grupo Vila-Manzano fortaleció su presencia en los servicios públicos 
mediante la adquisición de Edenor, incorporando la distribución eléctrica a una 
estructura empresarial previamente diversificada en actividades ligadas al petróleo, la 
minería y los medios de comunicación. De manera similar, la familia Brito complementó 
su tradicional inserción en el sistema financiero con inversiones en el sector energético 
a través de Genneia, empresa con participación en la generación renovable, la 
distribución de gas y la transmisión eléctrica. Por otra parte, las familias Bemberg y Reca 
también han consolidado posiciones relevantes en los segmentos de generación y 
distribución de electricidad. Finalmente, el grupo Clarín amplió recientemente su 
presencia en el sector de las telecomunicaciones mediante la adquisición de Telefónica 
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Argentina, profundizando su participación en una actividad considerada estratégica 
dentro de la infraestructura de servicios. 

Por último, el conglomerado “estrella” de la gestión Milei resultó ser la familia Neuss, 
ligada a la familia Caputo. Desde 2013, el grupo ya contaba con participación en la 
distribuidora eléctrica de Río Negro (EDERSA) y en proyectos de generación solar. Sin 
embargo, a partir de los procesos de privatizaciones asociados a la sanción de la Ley 
Bases, amplió de modo significativo su presencia en el sector. Entre las principales 
adquisiciones en las que participó se destacan las de las centrales hidroeléctricas 
Cerros Colorados y Alicurá, de las distribuidoras eléctricas de Tucumán (EDET) y Jujuy 
(EJESA), así como las de las transportistas de energía eléctrica Transnoa, Transener y 
LITSA. De este modo, el grupo consolidó una posición relevante a lo largo de distintos 
eslabones de la cadena energética, incorporando activos vinculados tanto a la 
generación como al transporte y la distribución de electricidad. 

En conjunto, estos casos evidencian la conformación de un núcleo de grupos 
económicos nacionales con una marcada diversificación sectorial y una presencia 
destacada en actividades reguladas por el Estado. La consolidación de este entramado 
empresarial constituye el resultado de un proceso iniciado con las privatizaciones de la 
década de 1990 y afianzado luego a través de distintas decisiones económicas y 
políticas que favorecieron la creciente concentración de activos estratégicos en un 
conjunto reducido de actores con elevada capacidad de influencia sobre las políticas 
públicas y los marcos regulatorios. 
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Fuente: elaboración propia. 
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¿Cuánto ganaron con Milei las empresas de servicios 
públicos? 

 

Para abordar esta cuestión se trabajó con una muestra integrada por 18 empresas 
vinculadas a distintos segmentos de los servicios públicos: transporte y concesiones 
(Aeropuertos Argentina 2000, Autopistas del Sol y Grupo Concesionario del Oeste); 
generación eléctrica (Central Puerto, Central Costanera, Pampa Energía y AES 
Argentina); transmisión eléctrica de alta tensión (Transener); distribución de electricidad 
(Edenor, Edesur y Empresa Distribuidora de Electricidad de Mendoza); transporte de 
gas natural (TGS y TGN); distribución de gas natural (Camuzzi Gas del Sur y Camuzzi 
Gas Pampeana, Metrogas y Naturgy); y telecomunicaciones (Telecom). 

Las empresas de servicios públicos experimentaron un incremento significativo de sus 
ingresos durante el gobierno de Macri, como consecuencia de la recomposición tarifaria 
implementada entre 2016 y 2019. Posteriormente, en la gestión del Frente de Todos, en 
particular en el contexto de la pandemia de COVID-19, la evolución de la facturación 
mostró una desmejora respecto a los años anteriores. La aplicación de esquemas de 
congelamiento y renegociación tarifaria incidió negativamente sobre los ingresos de 
numerosas firmas del sector. 

A partir del cambio de gobierno en diciembre de 2023, en especial en 2025 se observa 
una marcada recuperación de la facturación de las empresas analizadas. En varios 
casos, los ingresos reales alcanzaron o incluso superaron los niveles registrados al cabo 
del ciclo de recomposición tarifaria que tuvo lugar bajo la administración Cambiemos. 

Ese desempeño exitoso de las compañías privatizadas bajo estudio queda de manifiesto 
si se considera que en el período 2023-2025 los ingresos por ventas globales se 
incrementaron el 28%, frente a un aumento de apenas el 1% en el valor bruto de 
producción de toda la economía (en ambos casos a valores constantes). Esto expresa 
que en lo que lleva de transcurrido el gobierno de Milei se asistió a una creciente 
concentración económica del que se benefició este segmento del capital más 
concentrado. 

Facturación de las empresas de servicios públicos en millones de pesos de 
diciembre de 2025 

 

Fuente: elaboración propia, en base a los balances contables provistos por la CNV. 

La evolución de las ganancias empresarias siguió una trayectoria similar a la observada 
para la facturación. Tras los elevados niveles de rentabilidad alcanzados en el gobierno 
de Macri, las utilidades experimentaron una contracción bajo la gestión del Frente de 
Todos. Sin embargo, en 2024 y, sobre todo, en 2025, se produjo una fuerte recuperación 
de la rentabilidad, impulsada por la recurrente actualización de tarifas y la recomposición 
de los ingresos regulados. De considerar la totalidad de las empresas de la muestra 
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surge que, en términos reales, la masa agregada de beneficios creció más del 55% entre 
2023 y 2025.  

Ganancia bruta (EBITDA) de las empresas de servicios públicos en millones de 
pesos de diciembre de 2025 

 

Fuente: elaboración propia, en base a los balances contables provistos por la CNV. 

Un abordaje más detallado permite identificar que las mayores expansiones en términos 
de facturación y beneficios se concentraron en un conjunto específico de empresas. 
Entre ellas se destacan Transener, las distribuidoras de energía eléctrica (Edesur, 
Edenor y Empresa Distribuidora de Electricidad de Mendoza) y las firmas dedicadas al 
transporte y distribución de gas natural. Dentro de este último grupo sobresalen 
particularmente TGS, TGN, ambas Camuzzi, Metrogas y Naturgy (para más detalle, se 
remite a los cuadros que constan en el anexo que se presenta al final del documento). 

Un aspecto particularmente relevante surge al comparar la rentabilidad de estas 
empresas de servicios públicos con la del conjunto de las corporaciones que cotizan en 
el mercado bursátil argentino: cuando las empresas de servicios públicos incrementan 
su rentabilidad, el conjunto de las grandes firmas con oferta pública de acciones 
empeora su performance, y viceversa. Los incrementos en los márgenes de beneficios 
de las privatizadas se corresponden con gobiernos de signo neoliberal. 

Esta dinámica es consistente con la naturaleza regulada de las actividades analizadas 
y con los sesgos de las políticas sectoriales de este tipo de gobiernos. En la medida en 
que las actualizaciones tarifarias incrementan la participación de los servicios públicos 
en el ingreso disponible de las personas, los hogares y las empresas, se produce una 
transferencia de recursos hacia las compañías prestatarias. Desde esta perspectiva, la 
recuperación de la rentabilidad observada en 2024 y 2025 puede interpretarse como 
parte de un proceso de redistribución del ingreso a favor de este segmento del poder 
económico local. 
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Fuente: elaboración propia, en base a los balances contables provistos por la CNV y el BCRA. 

 

 

Ganan más, pero ¿invierten? 
 

El aumento de la rentabilidad de las empresas de servicios públicos no estuvo 
acompañado por un incremento equivalente de las inversiones productivas. A pesar de 
la significativa recuperación de sus ingresos y ganancias durante los últimos años, los 
niveles de inversión exhiben una evolución moderada. 

Los datos relevados muestran que en sectores como la generación y la transmisión de 
energía eléctrica, el transporte y la distribución de gas natural, las inversiones medidas 
en términos reales permanecieron relativamente estables o incluso registraron 
retrocesos. Más aún, cuando se las coteja con la dinámica de las ventas, se observa 
una disminución de la proporción del excedente económico destinada a la ampliación o 
la modernización de la infraestructura. 

Por su parte, algunos segmentos, como la distribución de electricidad, evidenciaron 
incrementos en los montos absolutos invertidos. Sin embargo, dichos aumentos pierden 
relevancia cuando se los compara con la magnitud de la recomposición tarifaria y de la 
expansión de los ingresos empresariales. En consecuencia, la tasa de inversión 
respecto de la facturación no presenta mejoras significativas.  

Tanto las telecomunicaciones como el transporte de electricidad constituyen una 
excepción. En el primer caso, se observa una expansión de las inversiones ligadas al 
incremento de las operaciones tras la absorción de Telefónica por parte de Telecom. En 
el segundo caso, las regulaciones del ENRE establecieron que una porción de los 

14%

10%

16%

8%

15%

6%

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025

Rentabilidad comparada. Total empresas en oferta pública (129 
empresas) vs. empresas servicios públicos (muestra 18 empresas)

Ganancia operativa sobre ventas, %

Total muestra empresas servicios públicos Total empresas oferta pública

GOBIERNOS
NEOLIBERALES



12 
 

incrementos tarifarios debía destinarse a la realización de mayores inversiones 
productivas. 

 

Inversión productiva de las empresas de servicios públicos en millones de pesos 
de diciembre de 2025 y en % de las ventas 

 

Fuente: elaboración propia, en base a los balances contables provistos por la CNV. 

A su vez, el incremento de la rentabilidad de muchas prestadoras de servicios públicos 
estuvo acompañado por una expansión de sus tenencias de activos financieros. 
Diversas firmas de la muestra, entre ellas las concesionarias Aeropuertos Argentina 
2000 y Autopistas del Sol, así como TGS, TGN, Pampa Energía, Telecom, Edenor, 
Central Puerto, Edesur y Camuzzi, registraron un aumento significativo de sus carteras 
financieras. Estas inversiones se concentraron principalmente en instrumentos como 
fondos comunes de inversión, títulos públicos, acciones y otros activos financieros de 
corto y mediano plazo. 

Por ejemplo, según surge de sus estados contables a fines de 2025 TGS mantenía 
activos financieros por 1.239 millones de dólares (equivalentes al 105% de la 
facturación). Por su parte, Pampa Energía registraba activos financieros por 1.173 
millones de dólares (57% de las ventas); Edenor por 582 millones (28%); Telecom por 
553 millones (9%); Central Puerto por 373 millones (30%); TGN por 192 millones (44%); 
AA2000 por 170 millones (17%); y Autopistas del Sol por 29 millones de dólares (34%). 

Este comportamiento sugiere que una parte no menor del excedente económico 
internalizado en los últimos años no fue canalizada hacia la expansión de la capacidad 
productiva o la mejora de la infraestructura de los servicios prestados, sino hacia la 
acumulación de activos financieros. 

En consecuencia, se puede afirmar que la mejora de la rentabilidad empresarial en los 
años más recientes no se tradujo en un cambio sustancial en el patrón de acumulación 
de estas firmas. Si bien las ganancias crecieron de manera significativa, la proporción 
del excedente económico destinada a las inversiones productivas se mantuvo 
relativamente estable e incluso disminuyó en algunos sectores. En consecuencia, la 
considerable recomposición de los ingresos regulados parece haber fortalecido 
principalmente la capacidad de apropiación de excedentes por parte de las empresas 
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prestadoras, sin generar un incremento proporcional en la inversión destinada a ampliar 
o mejorar la infraestructura de los servicios. 

Desde esta perspectiva, el proceso observado puede caracterizarse como una 
transferencia de ingresos hacia sectores del poder económico que operan en mercados 
regulados y con importantes barreras a la competencia. La recuperación de la 
rentabilidad empresarial, favorecida por los sucesivos tarifazos y otros mecanismos 
regulatorios, no parece haber estado acompañada por una expansión equivalente de la 
inversión productiva, lo que plantea interrogantes acerca de la eficacia de estas políticas 
para promover mejoras sostenidas en la capacidad productiva y la calidad de los 
servicios prestados. 

 

Conclusiones 
 

El análisis de los servicios públicos en la Argentina exige indagar en la estrecha relación 
existente entre las modificaciones en los marcos regulatorios, sobre todo en materia 
tarifaria, y la estructura de propiedad del capital privado licenciatario.  

A partir de diciembre de 2023, el gobierno de LLA ha implementado un giro drástico en 
la política tarifaria, lo que se asoció a un repliegue profundo de los subsidios económicos 
estatales. Esto sentó las bases para una notable transferencia de ingresos hacia estos 
rubros regulados, lo que los posicionó como uno de los sectores de la economía real 
qué más excedente captó a su favor. Esto se vincula con el hecho de que la reducción 
de los subsidios fue mucho más que compensada por los fuertes ajustes tarifarios que 
se aplicaron . 

El incremento pronunciado en los ingresos y la rentabilidad de las prestatarias operó en 
detrimento del poder adquisitivo de los hogares, ensanchando la regresividad del gasto, 
y presionando severamente sobre los costos operativos de una parte importante del 
entramado productivo, castigado además por la apertura comercial, el atraso cambiario 
y la contracción del mercado interno. 

Este esquema regulatorio de privilegio ha beneficiado a una estructura de propiedad 
concentrada que se ha venido reconfigurando desde las privatizaciones de la década 
de 1990. En la actualidad, en estos sectores se manifiesta una presencia importante de 
un puñado de grupos económicos nacionales (Mindlin, Eurnekian, Rocca, Vila-
Manzano, Brito, Bemberg, Reca, Neuss) con un elevado poder de incidencia sobre las 
políticas públicas.  

El examen de los balances contables reveló que la extraordinaria captación de 
excedentes por parte de este núcleo de los sectores dominantes no estuvo acompañada 
por un aumento equivalente de las inversiones productivas, las cuales permanecieron 
estables o disminuyeron con respecto a sus ventas. Así, el patrón de acumulación del 
sector parece priorizar la absorción de excedentes y cierta reticencia inversora, todo lo 
cual abre interrogantes en torno a la eficacia de las políticas oficiales para promover una 
mejora estructural en la infraestructura y en la calidad de los servicios básicos del país. 
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